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S-2022 
Proceso:   Abreviado 
Demandantes:   Polivio Iraldo Coral Pantoja 
Demandada:   Conjunto Comercial Almacentro P.H. 
Radicado:   05001 31 03 001 2009 00249 01 
Asunto: Revoca sentencia impugnada 
  

 
TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 
-SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL- 

 

Medellín, dieciocho (18) de mayo del dos mil veintidós (2022). 

 

La Sala emite la providencia que resuelve el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero 

Civil del Circuito de Descongestión de Medellín, el pasado 23 de enero de 

2015, en el proceso de la referencia, promovido por Polivio Iraldo Coral 

Pantoja en contra de Conjunto Comercial “Almacentro” P.H. Labor 

jurisdiccional que se acomete en el siguiente orden.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Pretensiones. En demanda presentada el 14 de abril de 2009, el actor 

pretendió que se declare nula de nulidad absoluta o relativa el acta de la 

asamblea General Extraordinaria de Copropietarios del Centro Comercial 

Almacentro P.H. realizada el día 25 de noviembre de 2008, por presentarse 

en dicha reunión los siguientes vicios de forma y/o procedimiento: i) la citación 

y celebración de la asamblea extraordinaria de la copropiedad demandada, 

ii) falta de convocatoria al quorum al tercer día hábil siguiente conforme 

al artículo 41 de la ley de propiedad horizontal, ya que se convocó de 

forma irregular para la hora siguiente de ese mismo día, iii) que el 

administrador no podía participar con derecho al voto, iv) violación de quorum 

especial para mayoría calificada del 70% en la toma de decisiones; v) 

publicación del acta el 24 de enero de 2009; vi) que el presupuesto no se 

encuentra discriminado por módulos A, B y C con sus respectivos fondos de 

reserva, lo que viola directamente el reglamento de propiedad; vii) que en el 

presupuesto de gastos del Módulo A, se incluyó un traslado presupuestal de 

$545.000.000, lo cual va en contra de reglamento, al igual que la falta de 

discriminación de los valores incluidos en el presupuesto conforme el artículo 

30 y 95 del reglamento y esto tampoco se ha cumplido; viii) el presupuesto 

modulado se aprobó retroactivo para el año 2008, lo cual es contrario a 
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derecho, pues toda cuota debe regir hace el futuro, en 

consecuencia, solicitó que se declare la nulidad del presupuesto modulado, 

contenida en el numeral cuarto del acta. 

 

2. Fundamentos fácticos. Indicó el promotor de la demanda que es 

propietario del inmueble con matrícula inmobiliaria 001-299131 que hace 

parte del Centro Comercial Almacentro P.H., el cual fue sometido al régimen 

de propiedad horizontal mediante escrituras número 6041 de noviembre 29 

de 1982 y 6420 del 24 de octubre de 1986, otorgadas en la Notaría 15 del 

Círculo Notarial de Medellín. 

 

2.1. Que, en Asamblea General de Copropietarios de la aludida copropiedad, 

llevada a cabo el 25 de noviembre de 2008, se incurrió en una serie de vicios 

de procedimiento y varias decisiones adoptadas dentro de la asamblea, 

contenida en el acta, denominada memoria 299, son contrarias a derecho y 

lesionan intereses patrimoniales y morales del demandado, así como de los 

demás copropietarios. 

 

3. Actuación procesal. El juzgado Primero Civil del Circuito de Oralidad de 

Medellín, admitió la demanda el pasado 06 de julio de 2009, ordenando -entre 

otras cosas-, correr el traslado de esta a la parte demandada, además, de 

darle el trámite que correspondía al procedimiento abreviado. 

 

La copropiedad demandada desconoció los hechos narrados en la demanda, 

en tanto, constituían una indebida interpretación de lo que decidió en la 

Asamblea General, por ahí mismo, advirtió que, en las decisiones de la 

asamblea, la morosidad no tiene ninguna trascendencia puesto que morosos 

y no morosos tienen los mismos derechos. Agregó que a la reunión del 

pasado 25 de noviembre de 2008, asistió un número de propietarios 

equivalente al 54.6714% del total de coeficientes, que un porcentaje del 

7.6968% no se puede considerar como determinante en la toma de 

decisiones y con mayor razón si la administradora no tomó la palabra para 

influenciar con sus criterios al resto de los copropietarios asistentes. 

 

Que si bien existe una disposición estatutaria que restringe el voto y la 

participación de la administradora, la misma debe entenderse por no escrita, 

puesto que el reglamento no puede contener normas contrarias a las 
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disposiciones de orden público como es el artículo 37 de la ley 

675 de 2001, de modo que, si la persona jurídica ostenta un derecho real de 

dominio sobre algunos bienes privados tiene los mismos deberes y derechos 

inherentes al ejercicio de su derecho. Finalizó señalando que la escritura 

pública número 824 del 10 de mayo de 1999, permitía hacer llevar a cabo 

la reunión una hora después y no tres días, como lo señala el 

accionante.  

 

Seguidamente, se opuso a las pretensiones de la demanda y, como 

excepción, formuló la que se dio en llamar i) falta de causa para pedir, 

haciéndola consistir en que la decisión contenida en la memoria 299, no 

implicaba una reforma estatutaria por cuanto el presupuesto se presentó y 

aprobó de conformidad con las normas vigentes, sin requerir quorum o 

mayoría calificada. 

 

4. De la sentencia apelada. Fenecido el trámite del proceso previsto en el 

Estatuto Procedimental, incluido el decreto de pruebas, el juzgado Primero 

Civil del Circuito de Descongestión de Medellín, a donde fue a parar el 

proceso en virtud de las medidas de Descongestión implementadas por el 

Consejo Superior de la Judicatura, profirió sentencia el pasado 23 de enero 

de 2015 (cfr. fl. 428-436), en donde desestimó las pretensiones de la 

demanda y condenó en costas a la parte demandante. 

 

La señora jueza, luego de analizar las pruebas traídas al plenario, hizo 

referencia a los presupuestos legales que integran las decisiones emitidas 

por la asamblea de copropietarios, de cara a la dirección y administración de 

la persona jurídica, así, aludiendo a la extemporaneidad de la publicación del 

acta de la asamblea, indicó que la misma había cumplido su objetivo, dándole 

publicidad a las decisiones allí emitidas y signada por los miembros de la 

comisión para la evaluación, de la que hizo parte el aquí accionante, en donde 

intervino para solicitar que se aprobara retroactivo a enero 1° de 2008, 

resultando vencido por lo que se aprobó su aplicación desde el 01 de 

diciembre de 2008. 

 

Frente al punto de quorum y mayorías, conforme el artículo 45 de la Ley 675 

de 2001, indicó la funcionaria que en el evento de desatenderse generaría la 

nulidad absoluta que se concretan, en este caso, en que la administradora no 
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podía ejercer derecho al voto “…no son de recibo para este 

Despacho, entre otras cosas porque en dicha asamblea, el mismo demandante, una 

vez se leyó el orden del día y transcurrió la asamblea nada manifestó frente a lo que 

es ahora objeto de impugnación, es más, intervino reclamando “…centrarse en el 

presupuesto que se va a poner en consideración de la asamblea…” 

 

De esta manera, concluyó que las actuaciones que la parte demandante 

estima contrarias a la ley y al reglamento de propiedad horizontal, carecen de 

la entidad suficiente para invalidar tanto el acta como las decisiones 

adoptadas por la Asamblea. 

 

5. Del recurso de apelación. La inconformidad de la parte recurrente radica 

principalmente que en el juzgado no observó que en la asamblea se omitió 

exhibir la lista de los copropietarios que adeudaban contribuciones a las 

expensas comunes, como que unas son las decisiones que se adoptan sin 

tener cartera morosa y otras las decisiones que se adoptan teniéndolas, sin 

que haya mediado pronunciamiento en este aspecto por parte de la a quo. 

 

Que la administradora no podía participar en la asamblea con derecho al voto, 

conforme lo ordenaba el artículo 52 del reglamento de copropiedad, lo que 

hace nula cualquier votación y decisión adoptada, pues fácilmente se podría 

pensar que influenció directamente los demás votos emitidos por el resto de 

los copropietarios, además, que no se puede atender el argumento del 

juzgado sobre que el accionante no hizo nada en su momento y ya no puede 

impugnar, pues este no es abogado y no cuenta con los elementos 

necesarios para distinguir la legalidad o no de las actuaciones al interior de 

una asamblea, que en cualquier caso, cuenta con dos meses para hacerlo, 

indistintamente si ha participado o no en la asamblea. Que el artículo 46 de 

la ley 675 de 2001, exige una mayoría calificada del 70% en la toma de 

decisiones que afecten la destinación de las zonas comunes o implique una 

disminución en el uso y goce de los mismos, que, en todo caso, el 

presupuesto se aprobó en contravía del reglamento, afectando los fondos de 

reserva que solo benefician a uno de los tres módulos. 

 

Reiteró uno a uno la presencia de los vicios de procedimiento narrados en la 

demanda, que conciernen concretamente a falta de convocatoria al quorum 

al tercer día hábil siguiente conforme al artículo 41 de la ley de propiedad 
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horizontal; violación de quorum especial para mayoría 

calificada en la toma de decisiones; publicación del acta de forma 

extemporánea, es decir el 24 de enero de 2009; que el presupuesto no se 

encuentra discriminado por módulos A, B y C con sus respectivos fondos de 

reserva, lo que viola directamente el reglamento de propiedad; que en el 

presupuesto de gastos del Módulo A, se incluyó un traslado presupuestal de 

$545.000.000, lo cual va en contra de reglamento al igual que la falta de 

discriminación de los valores incluidos en el presupuesto conforme el artículo 

30 y 95 del reglamento y esto tampoco se ha cumplido; el presupuesto 

modulado se aprobó retroactivo para el año 2008, lo cual es contrario a 

derecho pues toda cuota debe regir hace el futuro. 

 

Dijo ratificarse en la objeción grave realizada al dictamen practicado al interior 

del proceso, la cual debió prosperar ya que saltan a la vista los errores en 

que incurrió el experto en el dictamen. 

 

Esbozados de esta manera los antecedentes que dieron lugar a la decisión 

recurrida y las razones de disenso que sustentan la alzada, procede la Sala 

a desatar el recurso con fundamento en las siguientes,  

 

    I. CONSIDERACIONES 

 

1. Presupuestos procesales Se encuentran reunidos y, por consiguiente, el 

Tribunal ha adquirido competencia para desatar el recurso de apelación. De 

igual manera, se le ha permitido a la parte recurrente exponer su tesis dentro 

del término para la sustentación del recurso. 

 

2. Sobre el procedimiento aplicable. Conviene advertir de manera 

preliminar que con la entrada en vigencia del C. G. del P., se le dio paso a la 

aplicación de una ultractividad excepcional a las normas derogadas del 

Código de Procedimiento Civil, en cuanto a las actuaciones y diligencias ya 

iniciadas -art. 625, por tal razón, como cuando el C. G. del P. entró en 

vigencia, ya las partes habían interpuesto el recurso de apelación, contra la 

sentencia que puso fin a la primera instancia, notificada por edicto fijado el 04 

de febrero de 2015 , es por lo que éste se rige por el C. de P. C., en lo que 

tiene que ver con la resolución de mérito del mismo. 
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3. Planteamiento del caso. Una vez analizada al detalle la 

profundidad litigiosa del presente asunto, observa la sala que la causa del 

presente proceso corresponde a los vicios de procedimiento generadores de 

nulidad absoluta que albergan las decisiones tomadas en la asamblea 

extraordinaria del pasado 25 de noviembre de 2008, por parte de los 

propietarios del centro comercial Almacentro P.H., recogida en el acta 

denominada “memoria 299”. El meollo lo constituye entonces, establecer si el 

acta atacada cumplió con los requisitos de ley para que surja al mundo 

jurídico y, por ende, tenga efectos frente a la comunidad.  

 

Bajo ese contexto ha de advertirse que, en este caso, ocurre una situación 

particular que nos conduce, a modo de aplicación del precedente horizontal, 

a compartir las consideraciones vertidas en la sentencia del pasado 15 de 

octubre de 2021, proferida por esta misma sala de decisión presidida por el 

Honorable Magistrado Juan Carlos Sosa Londoño, dentro del proceso 

radicado al número 05001 31 03 0013 2009 00450 04 suscitado entre las 

mismas partes aquí enfrentadas, lo anterior, no sin antes referirnos a las 

razones por las cuales dicha decisión constituye un precedente en este caso 

y se hace posible aplicar las mismas consecuencias jurídicas de aquella 

determinación. 

 

4. Procedencia y obligatoriedad del precedente para este caso concreto. 

A voces de la Corte Constitucional:  

 

“…Por precedente se ha entendido, por regla general, aquella sentencia 

o conjunto de sentencias que presentan similitudes con un caso nuevo 

objeto de escrutinio en materia de patrones fácticos y problemas 

jurídicos, y en las que en su ratio decidendi se ha fijado una regla para 

resolver la controversia, que sirve también para solucionar el nuevo 

caso… 

la Corte ha diferenciado dos clases de precedentes teniendo en cuenta 

la autoridad que profiere la providencia previa: el horizontal y 

el vertical. El primero hace referencia a aquellas sentencias fijadas 

por autoridades de la misma jerarquía o el mismo operador judicial. 

El segundo, se relaciona con los lineamientos sentados por las 

instancias superiores encargadas de unificar jurisprudencia dentro de la 

respectiva jurisdicción o a nivel constitucional. Así, para la mayoría de 

asuntos, el precedente vertical que deben seguir los funcionarios 
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judiciales lo determina la Corte Suprema de Justicia o el 

Consejo de Estado, como órganos de cierre dentro de su respectiva 

jurisdicción. En los casos en los que no son susceptibles de ser revisados 

por las autoridades mencionadas, son los tribunales los encargados de 

establecer criterios hermenéuticos para los operadores judiciales 

inferiores.  

  

De otra parte, el precedente además de ser criterio orientador 

resulta obligatorio para los funcionarios judiciales, por las razones que 

se indicaron de manera clara en la sentencia T-830 de 2012 y que a 

continuación se transcriben: 

  

“La primera razón de la obligatoriedad del precedente se relaciona con 

el artículo 230 superior. De acuerdo con este precepto de la Constitución 

Política, los jueces en sus providencias sólo están sometidos al imperio 

de la ley, en ese orden, tienen una autonomía interpretativa e 

independencia para fallar, pero deben hacerlo dentro de los parámetros 

que les presenta la ley. Particularmente, el concepto de “ley” ha sido 

interpretado por la jurisprudencia de la Corte desde un sentido amplio, es 

decir, la ley no es sólo aquella emitida por el legislador, sino además 

comprende todas las fuentes del derecho incluidas las sentencias que 

interpretan la Constitución como norma de normas, el bloque de 

constitucionalidad y la jurisprudencia de los órganos de cierre de cada 

jurisdicción. 

  

La segunda razón se desprende de los principios de igualdad, debido 

proceso y buena fe. El precedente es una figura que tiene como objetivo 

principal garantizar la confianza en las decisiones de los jueces a la luz 

de los principios de seguridad jurídica, igualdad, buena fe y confianza 

legítima que rigen el ordenamiento constitucional. En otras palabras, la 

independencia interpretativa es un principio relevante, pero se encuentra 

vinculado con el respeto a la igualdad en la aplicación de la ley y por otras 

prescripciones constitucionales. En palabras de la Corte Constitucional: 

  

“La fuerza vinculante del precedente en el ordenamiento jurídico 

colombiano, se explica entonces, al menos, por cuatro razones 

principales: (i) en virtud del principio de igualdad en la aplicación de la ley 

(artículo 13 C.P.), que exige tratar de manera igual situaciones 

sustancialmente iguales; (ii) por razones de seguridad jurídica, ya que las 

decisiones judiciales debe ser “razonablemente previsibles”; (iii) en 
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atención a los principios de buena fe y de confianza legítima 

(artículo 84 C.P.), que demandan respetar las expectativas generadas 

por las reglas judiciales en la comunidad; y finalmente, (iv) por razones 

de rigor judicial, en la medida en que es necesario un mínimo de 

coherencia en el sistema jurídico”  

  

La tercera razón es que la respuesta del precedente es la solución más 

razonable que existe hasta ese momento al problema jurídico que se 

presenta, y en esa medida, si un juez, ante circunstancias similares, 

decide apartarse debe tener unas mejores y más razonables razones que 

las que hasta ahora han formado la solución para el mismo problema 

jurídico o similares. En ese orden la doctrina ha establecido como 

precedente: “tratar las decisiones previas como enunciados 

autoritativos del derecho que funcionan como buenas razones para 

decisiones subsecuentes” y “exigir de tribunales específicos que 

consideren ciertas decisiones previas, sobre todo las de las altas cortes, 

como una razón vinculante” (énfasis de la Sala).” 

  

De conformidad con las razones expuestas, para la jurisprudencia de 

esta Corporación el desconocimiento, sin debida justificación, del 

precedente judicial configura un defecto sustantivo, en la medida en 

que su respeto es una obligación de todas las autoridades judiciales –

sea este precedente horizontal o vertical-, en virtud de los principios del 

debido proceso, igualdad y buena fe.1.  

 

Para aplicar el precedente, entonces, el juez debe argumentar por qué los 

hechos guardan una analogía estrecha, debido a que la ratio decidendi de 

una sentencia está compuesta, al igual que las reglas jurídicas ordinarias, por 

un supuesto de hecho y una consecuencia jurídica. El supuesto de hecho 

define el ámbito normativo al cual es aplicable la sub-regla identificada por el 

juez, de ahí que, cuando los casos son similares deben recibir la misma 

consecuencia jurídica. Así se hace realidad el principio de igualdad que 

obliga a aplicar la misma regla a quienes estén en la misma situación de 

hecho. 

 

4.1. Precisamente, es lo que ocurre en este caso, pues existe una clara 

identidad de causa fáctica y jurídica con la sentencia del pasado 15 de 

                                                           
1 C. Constitucional T 360-2014 
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octubre de 2021, en donde el señor Polivio Iraldo Coral Pantoja 

impugnó el acta número 300 del 27 de marzo del año 2009, celebrada por 

asamblea de propietarios del Conjunto Comercial Almacentro P.H., 

enrostrándole los mismos vicios del procedimientos aquí demandados, entre 

los cuales se destaca el siguiente: “…Como la asamblea convocada no pudo 

sesionar por falta de quorum, en los términos del artículo 41 de la Ley 675 de 2001, 

debió ser convocada para el tercer día hábil siguiente a las 8:00 pm y no para 

el mismo día 27 de marzo de 2009 a las 8:00 a.m.” 

 

4.2. En este proceso, el vicio del procedimiento se fundamenta en que: “…el 

artículo 41 del ley 675 de 2001, la cual prima sobre el reglamento de copropiedad, 

establece que si convocada la asamblea no puede sesionar por falta de quórum, se 

convocará a una nueva reunión, que se realizará el tercer día hábil siguiente al 

de la convocatoria inicial y efectivamente, la asamblea se citó fue para el día 

25 de noviembre de 2008 a las 7 am y como no se reunió el quorum del 51% 

se citó para el mismo día a las 8 am, lo cual es completamente contrario a la 

norma invocada y, por ese solo hecho ya invalida las decisiones tomadas dentro 

de esta asamblea extraordinaria…” (cfr. fl. 281 cd. ppal) 

 

Al igual que en este caso, la copropiedad demandada Almacentro P. H.,  

funda se gestión defensiva por este flanco, en que la escritura pública 824 

del 10 de mayo de 1999, reformó el reglamento de propiedad horizontal y en 

su artículo 64 permitía que la reunión se celebrara una hora después cuando 

la asamblea no pudiera reunirse en la primera citación por falta de quorum, al 

respecto señala el artículo en cita: “Si convocada la asamblea, no se reúne 

por falta de quorum, esta se llevará a cabo un (1) hora después, y deliberará 

y decidirá válidamente con un número plural de participantes que representen 

cualquier número de factores de participación…”, pero no solo eso, en su 

escrito de contestación a la demanda, el apoderado de la copropiedad 

Almacentro P. H., relaciona el acta de reunión número 300 del 27 de marzo 

de 2009, que fue objeto impugnación en la sentencia cuyo precedente aquí 

se invoca, solicitando entonces que se tuviera en cuenta como prueba 

“…Copia del acta de la reunión ordinaria de Copropietarios identificada como 

memoria 300 del [27 de marzo de 2009], donde consta que las decisiones 

tomadas en la Asamblea cuyas decisiones se pretende impugnar fueron 

ratificadas…” (cfr. fl. 359 cd. ppal) 
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4.3. En efecto, la tesis principal de la sentencia emitida por esta 

Corporación el pasado 15 de octubre de 2021, precisamente, para declarar 

la nulidad del acta 300 del 27 de marzo de 2009, consistió en que la escritura 

pública 824 del 10 de mayo de 1999, si bien se protocolizó en Notaría, nunca 

fue registrada en algún folio inmobiliario de los inmuebles que hacen parte de 

la Centro Comercial Almacentro P.H., incumpliéndose con ello los 

consagrado en el artículo 51 de la ley 675 de 2001 y, generando con esa 

omisión registral la inoponibilidad de ese acto escritural contentivo del 

reglamento ante los copropietarios, de esta forma, la decisión elucubró sobre 

la obligatoriedad del registro de la reforma al reglamento de Propiedad 

Horizontal contenida en la escritura 824 del 10 de mayo de 1999, de cara a 

los efectos frente a la asamblea de copropietarios llevada a cabo: 

 

“…Obvio que todo Reglamento de propiedad horizontal, ese negocio 

jurídico como lo llama la Corte, una vez protocolizado en la oficina 

notarial debe llevarse al registro inmobiliario, pues sólo así quedará 

constituido el régimen de propiedad horizontal.  

 

De otro lado, en cuanto a la obligatoriedad de inscribir las reformas, 

contrario a lo alegado por el apoderado de la actora (sic) sí existe en la 

ley que hoy regula esta especie de propiedad, la obligación de inscribir 

las reformas que se hagan al reglamento de propiedad horizontal.  

 

En efecto, el artículo 51 de la ley 675 de 2001 que regula las funciones 

del administrador, señala que: “La administración inmediata del 

edificio o conjunto estará a cargo del administrador, quien tiene 

facultades de ejecución, conservación, representación y recaudo. 

Sus funciones básicas son las siguientes:.. [9]. Elevar a escritura 

pública y registrar las reformas al reglamento de propiedad 

horizontal aprobadas por la asamblea general de propietarios, e 

inscribir ante la entidad competente todos los actos relacionados 

con la existencia y representación legal de la persona jurídica” – 

subrayas no son del texto, sí de la sentencia-  

(…) 

Las leyes 182 de 1948 y 16 de 1985 habían sido reglamentadas por el 

decreto 1365 de 1986, que en el artículo 5º estableció que “Para todos 

los efectos legales, se entenderá constituido el régimen de propiedad 

horizontal, una vez se eleve a escritura pública y se inscriba en la Oficina 

de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente, la licencia de 
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construcción, la reforma de la misma, o su equivalente en los 

términos del artículo 2 del presente Decreto y el Reglamento de 

Administración de la Propiedad Horizontal, el cual deberá contener al 

menos lo siguiente… 14. Requisitos que deben cumplirse para introducir 

reformas al Reglamento de Administración de la Propiedad Horizontal. 

 

El 31 se refirió a la funciones del Administrador, indicando que “Sin 

perjuicio de sus facultades legales ni de las que sobre el particular 

dispongan las leyes, decretos, reglamento de administración de la 

propiedad horizontal o sus reformas, el administrador tendrá las 

siguientes funciones:…” Protocolizar las reformas al Reglamento de 

Administración de la Propiedad Horizontal aprobadas por la Asamblea 

General de Propietarios y aquellos actos o documentos para los cuales 

se reunirá esta formalidad”, pero su actividad no podía limitarse a la 

simple protocolización de las reformas, por eso se reiteró al final de la 

norma que también tenían “Las demás que le imponga la ley, el 

Reglamento de Administración de la Propiedad Horizontal, la Asamblea 

u otro organismo si fuere para ello delegado por la Asamblea”. 

(…) 

Señala el Tribunal que para el momento en que se hizo la reforma del 

reglamento de propiedad horizontal no inscrita, se recuerda escritura  824 

del 10 de mayo de 1999 de la Notaría Octava de Medellín, se 

encontraba vigente el decreto 1250 que establecía que estaba sujeto a 

registro “Todo acto, contrato, providencia judicial, administrativa o arbitral 

que implique constitución, declaración, aclaración, adjudicación, 

modificación, limitación, - la propiedad horizontal lo es -  gravamen, 

medida cautelar, traslación o extinción del dominio u otro derecho real 

principal o accesorio sobre bienes raíces, salvo la cesión del crédito 

hipotecario o prendario.” (art. 2º) –y en punto a la propiedad horizontal, 

al establecer que el folio de matrícula inmobiliaria constaba de seis 

secciones o columnas, destinó la “Tercera columna, para para la 

anotación de las limitaciones y afectaciones del dominio: usufructo, uso 

y habitación, servidumbres, condiciones, relaciones de vecindad, 

condominio, propiedad horizontal, patrimonio de familia 

inembargable”.(art. 7) 

 

En el artículo 43 se señalaba “Ninguno de los títulos o instrumentos 

sujetos a inscripción o registro tendrá mérito probatorio, si no ha sido 

inscrito o registrado en la respectiva oficina, conforme a los dispuesto en 

la presente ordenación, salvo en cuanto a los hechos para cuya 
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demostración no se requiera legalmente la formalidad del 

registro”. Y el 44 desarrollaba el principio de publicidad así: “Por regla 

general ningún título o instrumento sujeto a registro o inscripción surtirá 

efectos respecto de terceros, sino desde la fecha de aquél”. 

(…) 

Luego, si el régimen de propiedad horizontal es, como lo dijo la  Corte 

Constitucional en sentencia T-035 de 1997, ya citada, ese negocio 

jurídico mediante el cual las partes, en condiciones de igualdad, pactan 

libremente las estipulaciones correspondientes y deciden sobre los 

derechos disponibles, como a bien lo tengan, negocio jurídico que 

requiere inscripción, al mismo tiempo cualquier modificación que el a él 

se le hiciera antes de la ley 675 de 2001 exigía la misma requisitoria: 

Aprobación en asamblea de copropietarios, protocolización e inscripción 

en el registro inmobiliario, al fin de cuentas sigue siendo una limitación al 

dominio, y especialmente, en acatamiento de las normas registrales ya 

señaladas, que señalaban que actos estaban sujetos a registro, y 

desarrollaban los principios registrales de publicidad y el mérito 

probatorio.  

 

Para resumir, el Tribunal consideró que no se le podía otorgar efectos a la 

escritura pública 824 del 10 de mayo de 1999 al haberse omitido su 

inscripción registral, contentiva de la reforma al reglamento de 

propiedad horizontal del Conjunto Comercial Almacentro P.H., misma 

que en este proceso se invoca para señalar que, inicialmente, al no haber 

quorum ese 25 de noviembre de 2008, siendo las 7:00 de la mañana, fecha 

y hora previamente señalada, bien podía convocarse para la hora siguiente, 

es decir, a las 8:00 a.m. de ese mismo día, punto frente al cual en aquella 

ocasión esta misma Sala mediante sentencia en un caso análogo ya citado, 

consideró que:  

 

“…Resultada fallida la asamblea del 27 de marzo de 2009 por falta 

de quorum deliberatorio, debía darse aplicación al artículo 41 de la ley 

675 de 2001, “Si convocada la asamblea general de propietarios, no 

puede sesionar por falta de quórum, se convocará a una nueva reunión 

que se realizará el tercer día hábil siguiente al de la convocatoria inicial, 

a las ocho pasado meridiano (8:00 p.m.),..” y al no hacerlo son nulas 

todas las decisiones tomadas en dicha reunión…” 
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Así las cosas, la respuesta que entregó esta misma sala de 

decisión, fue el incumplimiento de los asambleístas de las formalidades 

previstas formalidades previstas en la Ley de Propiedad Horizontal, posición 

que, por supuesto, se comparte en su integridad, por cuanto se reconocen 

los principios que regulan la propiedad horizontal, la naturaleza, constitución 

de la copropiedad y, específicamente, las obligaciones registrales impuestas 

en la Ley de cara a la reforma del reglamento de la propiedad horizontal 

Almacentro, inserto en la Escritura Pública 824 del 10 de mayo de 1999, sin 

que haya razones jurídicas para apartarse de esa determinación que se tomó 

en el seno de aquel proceso, respecto de la inoponibilidad de la escritura 

pública 824 del 10 de mayo de 1999 al haberse omitido su inscripción 

registral, mismo acto escritural que, en este proceso, pretende blandirse para 

validar el hecho que la asamblea fallida se programó para la hora siguiente 

de ese 25 de noviembre de 2008, es por eso que, como se dijo, debemos 

ceñirnos al precedente horizontal emanado de esta misma Sala Cuarta de 

Decisión, que se encuentra en firme, en el que claramente se declaró la 

nulidad de las decisiones tomadas en la asamblea, merced a que, al verse 

fallida, a falta de reglamento, debía programarse para el tercer día hábil 

siguiente conforme lo ordenado por el artículo 41 de la ley 675 de 2001, lo 

que hace inane abordar el estudio de los restantes vicios de procedimiento 

endilgados a dicha asamblea, por evidente sustracción materia. 

 

En conclusión, se revocará el fallo recurrido y, en su lugar se declarará la 

nulidad de todas las decisiones tomadas en la asamblea del pasado 25 de 

noviembre de 2008. Costas en ambas instancias a cargo de la parte 

demandada. 

 

En mérito de lo expuesto, la SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de 

la República de Colombia y por autoridad de la ley,  

 

III. FALLA: 

 

PRIMERO: SE REVOCA, el fallo proferido por el Juzgado Primero Civil del 

Circuito de Descongestión de Medellín, el día 23 de enero de 2015, dentro de 

la presente acción impugnación de actas de asamblea promovida por Polivio 
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Iraldo Coral Panto en contra de Conjunto Comercial 

Almacentro P.H. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, se declara la nulidad absoluta de las 

decisiones tomadas por la asamblea de copropietarios del Centro Comercial 

Almacentro P. H., a que hace referencia el acta denominada “memoria 299” 

del pasado 25 de noviembre de 2008, ello, de conformidad con las 

consideraciones en que está sustentada la presente providencia. 

 

TERCERO: Se condena en costas de ambas instancias a la parte 

demandada, en favor de la parte demandante. Para el efecto, se fijan como 

agencias en derecho la suma de $1.000.000.00, conforme al acuerdo 1887 

de 2003, modificado por el acuerdo 2222 de 2003 expedido por la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. Liquídense de forma 

concentrada en primera instancia. 

 

CUARTO: Remítase el expediente de la referencia al Juzgado de origen, 

previas las anotaciones de Ley. 

 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 
 

 

 

JULIAN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado    

 

 

 
 
 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
Magistrada 

 
 

                       
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 

Magistrado 
  

 


